Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 37 minutos) 


Damos la bienvenida a la Presidenta de ANTEL, a su Vicepresidente y asesores, quienes 
han sido invitados en razón de una citación convenida por esta Comisión hace un par de semanas, 
porque los guardahílos pidieron una nueva entrevista y expresaron su punto de vista acerca de la 
situación actual. Con seguridad quienes nos visitan ya han recibido la versión taquigráfica, así que ni 
siquiera vale la pena hacer un resumen de lo que manifestaron los guardahílos. Por tanto, si quedaron 
algunas cosas pendientes, propuestas o ideas en el aire, es intención de esta Comisión escuchar a las 
autoridades de ANTEL para ver si, de alguna manera, se puede llegar a un entendimiento. 


Tiene la palabra la señora Presidenta de ANTEL, ingeniera Simón. 


SEÑORA SIMON.- Creo que este tema merece ser historiado brevemente y retomado, inclusive, por el 
origen de la figura del guardahílos, que es un nombre sobre el que la gente pregunta. 


Se trata de una figura que se creó hace bastante tiempo, alrededor de los años 1940 ó 1950, 
y comprendía al guardahílos rural. Era un tiempo en que ANTEL tenía muy pocas líneas y, entonces, 
atenderlas era un trabajo de alguna vez por semana -por supuesto eran líneas aéreas y no 
subterráneas- y se las recorría a caballo. Hago la comparación con las personas que miden escalas en 
los embalses para la Dirección Nacional de Hidrografía, que también tienen una carga de trabajo 
menor, pero que debe realizarse por alguien que viva en la zona. 


En esa oportunidad se creó un contrato de naturaleza civil -que tal vez debía ser mediante 
una unipersonal, pero en esa época no existían- donde se establecían las obligaciones; eso se tomó de 
manera casi igual, pero reconvirtiéndolo al guardahílos urbano. Se trata de un contrato civil en el que la 
persona atiende líneas de abonados, aparatos o líneas y es su responsabilidad proveer las 

herramientas, la locomoción, así como tener seguro con el Banco de Seguros; inclusive, puede 
nombrar un sustituto que tiene que ser aceptado por ANTEL. Por todo lo dicho, entiendo que en este 
momento lo llamaríamos unipersonal. 


Hace ya alrededor de 20 años -estamos hablando de entre 15 y 20 años atrás- aparece la 
figura del guardahílos urbano, que cambia de especie porque la cantidad de abonados que atiende es 
bastante mayor y las líneas son subterráneas. Estos guardahílos son contratados, fundamentalmente, 
a lo largo de las cuatro Administraciones que hubo durante la última época democrática; para ser más 
exactos, en las tres primeras se contrataron unos ochenta o noventa, mientras que en la última, apenas 
ocho o diez. Aclaro que me estoy refiriendo a los Gobiernos del doctor Sanguinetti, del doctor Lacalle, 
luego al segundo período del doctor Sanguinetti y, por último, al del doctor Jorge Batlle, todos con sus 
correspondientes Directorios de ANTEL. Con respecto a estos últimos, quiero señalar que en algunos 
casos se trató de un mismo Directorio durante toda la Administración, mientras que en otros hubo 
alguna variación, en particular, de la figura del Presidente. 


Cabe mencionar que la contratación de los guardahílos se realiza en base al mismo contrato 
que se empleaba antes, por lo que estamos hablando de un viejo contrato que está bastante 
desactualizado, aunque se mantienen todos los principios, incluso el de sustitución. Se fija la cantidad 
de abonados y, según ella, el monto de la retribución. 


Sobre el final de la pasada Administración, es decir, antes de que comenzara la presente, 
empiezan a plantearse varios pleitos y demandas porque estas personas consideraron que deberían 
ser empleados de ANTEL. En este marco reclaman, por ejemplo, el goce de licencia, pues al tratarse 
de un contrato de servicios, establece servicio durante todos los días del año y sin fijar horario. 
Concretamente, el contrato establece que el agente guardahílo urbano queda obligado a la atención 
correcta y eficiente del cuidado de líneas de abonados, aparatos y/o líneas troncales que toma a su 
cargo, y que para el cumplimiento de lo expresado deberá dedicar todo el tiempo que ello demande. 
Quiere decir que no se fija ningún horario, sino que se trata de un trabajo a destajo, por decirlo de 


alguna manera; los guardahílos se presentan en la mañana, reciben la lista de reparaciones o nuevos 
servicios y ellos destinan a la tarea el tiempo que sea necesario. Debemos decir que nos consta que, 
humanamente, ese tiempo no es muy extenso ni excesivo; de hecho, como en el Uruguay las personas 
se conocen, sabemos que muchos guardahílos, además de ejercer realmente su tarea como tales -no 
estamos hablando de los que subcontratan- desarrollan también otras actividades. Algunos de ellos, 
por ejemplo, tienen un negocio, como puede ser un videoclub, una panadería, etcétera. 


A pesar de lo que acabamos de explicar, las demandas se han tomado tanto por el pedido de 
licencias no gozadas como por horas extras, es decir, como si las personas estuvieran trabajando 
veinticuatro horas por día; por eso es que llegan a cifras realmente enormes. Hay que tener en cuenta 
que esa cantidad de horas extras, extendidas a lo largo de quince o veinte años, se traducen en 
números exorbitantes. 


Cuando este Directorio asumió ya había varios pleitos planteados; a propósito de esto, luego 
el doctor Carvalho podrá ilustrar, con mucha más idoneidad que quien habla, sobre el resultado. Por mi 
parte, en cuanto a los casos que ya han tenido fallo, simplemente quiero decir que los resultados han 
sido diversos, algunos favorables a los demandantes y otros favorables a la Administración. 


Desde al menos mayo de 2005 -nosotros asumimos a fines de marzo de ese año- hemos 
recibido delegaciones de guardahílos; fue así que comenzamos una negociación entre ellos y ANTEL. 
Por parte del Organismo siempre se propuso hacer un llamado, pues hay que decir que los contratistas 
que se desempeñaban, absolutamente en todos los casos, habían sido designados en forma directa, 
sin que hubiera existido ningún llamado abierto. Inclusive ANTEL, en la propia firma del contrato, les 
ofrecía algunos meses de capacitación para que pudieran desempeñarse como guardahílos. Durante 
los meses de capacitación se les pagaba menos, y al asumir el cargo pasaban a ganar más. No se 
exigía ni siquiera idoneidad técnica porque la capacitación, como dije, estaba incluida en los términos 
del contrato. 


Evidentemente, la situación de ingreso totalmente discrecional no se podía mantener así; en 
ese sentido, la respuesta de ANTEL, desde mayo de 2005, fue siempre la del llamado abierto. 


Asimismo, siempre estuvimos dispuestos -y después eso se plasmó en números- a considerar 
positivamente la experiencia de quienes hubieran trabajado personalmente y lo hubieran hecho bien. 
Naturalmente, la experiencia califica; no es un mérito estar muchos años realizando determinada tarea 
pero sí lo es hacerla bien. 


Resalto lo que expresé acerca del trabajo realizado personalmente, porque hubo casos -estas 
situaciones se fueron regularizando durante la gestión del actual Directorio- en que, en virtud de la 
posibilidad de nombrar un sustituto -que existía- lo que sucedía era que estos desempeñaban la tarea 
normalmente y los titulares prácticamente no trabajaban. Inclusive, hay un caso en particular en que la 
persona nunca trabajó, y otro en que el trabajador cumplió tareas ocasionalmente, pero a la fecha en 
que asumimos esta Dirección estaba en España y su trabajo era desempeñado por un sustituto. 


Esos sustitutos, en general, eran subcontratados y tenían remuneraciones mucho menores 
que las de los guardahílos titulares. 


Este Directorio realizó algunas contrataciones de guardahílos -alrededor de ocho- 
exclusivamente a demanda de la Gerencia encargada de mantener el servicio, en casos en que no 
había personal de ANTEL disponible para hacer ese trabajo -el personal de planta externo es el que 
hace un trabajo similar- ni tampoco guardahílos que pudieran extender, digamos, su zona de influencia. 
En todos los casos en que este Directorio contrató a alguien, le advirtió que preveíamos hacer un 
llamado abierto. Las personas a las que se contrató fueron aquellas que se estaban desempeñando 
como sustitutos o suplentes y, en general, eran las que efectivamente estaban realizando el trabajo; 
diría que esto fue así prácticamente en todos los casos. Pero nunca fue una persona que no estuviera 
autorizada por ANTEL, y esto se hizo en tren de blanquear situaciones como, por ejemplo, la de esta 
persona que estaba en el exterior. 


Entonces, este proceso, que se inició en el 2005, tuvo largas idas y venidas. Se llegó a 
elaborar unas posibles bases en las que se ponderó en forma importante -estoy hablando de 25 puntos 
en 100- la experiencia de quienes hubieran trabajado y lo hubieran hecho bien. Además, se los eximía, 
por ejemplo, de toda posible circunstancia eliminatoria. Si en un llamado se presentan muchos 
aspirantes, a veces no hay más remedio que hacer un sorteo previo; este no es un procedimiento que 
al señor Vicepresidente o a mí nos guste pero, como dije, en ocasiones es necesario porque, de lo 
contrario, no podríamos hacerlo con tiempo. Otra posibilidad, en estos casos, es realizar un examen 
psicotécnico; esto sí se hace siempre. A quienes ya se venían desempeñando como guardahílos y que 
tenían antecedentes correctos -es decir, sin tachas en su hoja de servicios- también se acordó 
eximirlos de estas posibles instancias de eliminación. Es decir que accedían directamente a las 
pruebas; además, con esa ventaja del 25%. 


En todo momento entendimos que el origen de la designación no debía pesar, de ninguna 
manera, en contra de la persona y, a la vez, que la experiencia de quien hace bien el trabajo debía 
pesar a favor, independientemente de todo lo demás. Esto nos pareció de justicia. Inclusive tenemos 
una aceptación de las bases que habíamos acordado para el llamado, firmada por los representantes 
de los guardahílos y del PIT - CNT el 18 de diciembre de 2006; hasta ese momento estaban 
negociando sólo con el Directorio de ANTEL. Pero lo que siempre queda en veremos es el tema de los 
pleitos o los también llamados “créditos laborales”. Al respecto, en este entendimiento se decía: “Sobre 
la cuestión de los créditos laborales pensamos que es posible encontrar un acuerdo a través de una 
fórmula de carácter transaccional”. El Directorio de ANTEL no está en condiciones de hacer 
transacciones en el sentido, por ejemplo, de ofrecer algún pago, porque las normas legales así lo 
regulan y, sobre todo, porque estaría transando con dinero ajeno. 


Para no hacer una historia demasiado larga de idas y venidas, simplemente quiero decir que 
en mayo de 2007, a raíz de una situación conflictiva, se creó una comisión gubernamental integrada 
por el Directorio de ANTEL, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, el Ministerio de Industria, Energía y Minería y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. A su 
vez, colaboraron con ese grupo algunos miembros de la Comisión de Legislación del Trabajo de la 
Cámara de Representantes. Es decir que fue una Comisión bastante numerosa, que se reunió varias 
veces en la sede de la DINATRA. 


Con fecha 14 de junio de este año, el sector gubernamental -integrado por todos esos 
miembros que acabo de mencionar- realizó una propuesta por la que, básicamente -no la voy a leer 
para no aburrirlos- ANTEL se compromete al mantenimiento de las fuentes de trabajo, es decir, llamar a 
la misma cantidad. En realidad, el Ente podría llamar a menos funcionarios en algunos lugares, o a la 
misma cantidad pero distribuida de distinta manera. Señalo esto porque cuando se designaban en 
forma discrecional se hacía sin consultar a las Gerencias sobre la necesidad de trabajadores en 
determinado lugar, con lo cual en algunos sitios hay pocos y, en otros, muchos. Entonces, ANTEL 
podía hacer otra cosa, pero se comprometió a hacer un llamado que preservara la continuidad en los 
lugares en que se desarrollan tareas. Además, este llamado sería para contratos a término -ya que 
esto es lo que podemos hacer en este momento sin comprometer el futuro de la empresa- con un 25% 
de preferencia, tal como había sido acordado antes, y con los beneficios normales establecidos en la 
Ley N* 17.556 para contratos a término en lo que hace a licencia, aguinaldo, seguro de salud, seguro 
de desempleo y, naturalmente, vacaciones; a su vez, con salarios -en ese momento se dijo- similares a 
los percibidos por los funcionarios de ANTEL de planta externa. Tal vez haya que aclarar esto porque 
es difícil establecer la similitud, ya que los funcionarios de ANTEL tienen diferencias para un lado y 
para otro; por un lado atienden más abonados y, por otro, normalmente trabajan en parejas y a veces 
en tríos. Entonces, hay que estudiar las similitudes. 


A la vez, se les ofrece capacitación, sobre todo a los efectos de darles mayor polivalencia, 
porque la telefonía fija está creciendo poco -aunque, naturalmente, igual hace falta mantenerla- y la 
suma especificidad puede conspirar contra la continuidad en el trabajo. Entonces, la capacitación 
puede darles la posibilidad de aspirar a realizar otras tareas, como el mantenimiento de tecnologías 
inalámbricas. 


Naturalmente, tienen el derecho de participar en llamados a concurso y se establece que los 
trabajadores que acepten la propuesta desistirán de las demandas. Este último siempre ha sido el 


punto de la discordia, pero creo que es lógico entender que la Administración no puede contratar con 
alguien que tiene un pleito contra ella. Es más, un particular seguro que no lo haría. 


Por último, se proponía crear una Comisión bipartita para analizar el caso de aquellos que 
están en condiciones de acceder al sistema jubilatorio, a fin de ampararlos de alguna manera, pero no 
se llegó a concretar. 


Se comunicó al Ministro de Trabajo y Seguridad Social y al Director de Trabajo que esta 
fórmula había sido aceptada por una asamblea de guardahílos el día 6 de setiembre. Concretamente, 
fue formulada el 14 de junio y aceptada el 6 de setiembre. En vista de eso, el Directorio de ANTEL 
resolvió, en su sesión del 7 de setiembre, realizar efectivamente el llamado y, a pesar de todas las 
posibles idas y venidas, mantuvo todas las condiciones -que considero generosas y abiertas- y decidió 
llamar a los 212 trabajadores -esa es la cantidad actual- brindando las mismas ventajas que se habían 
conversado, en cuanto a la ponderación de la experiencia y la imposibilidad de ser excluidos en 
aquellas instancias previas a las pruebas que tenían carácter excluyente. También se establecen 
remuneraciones que básicamente son similares a las que perciben los guardahílos ahora. 
Naturalmente que ellas dependen de la cantidad de abonados a atender y de sus características. Por 
ejemplo, algunas veces la cantidad se compensa con el hecho de que se encuentran más 
concentrados y, por lo tanto, son más fáciles de atender. En otros casos, los abonados son menos pero 
se encuentran mucho más dispersos y las distancias a cubrir son más largas. Entonces, las 
remuneraciones se establecen por franjas y se sitúan en $ 40.100, $ 30.600 y $ 25.800 nominales, 
incluyendo los gastos que implique la tarea. Cabe aclarar que es obligación de los aspirantes -que en 
la actualidad no se denominan guardahílos, sino que son técnicos instaladores reparadores- proveerse 
el vehículo, aunque ya no las herramientas, las que serán proporcionadas por ANTEL, dado que a 
partir de ahora estamos hablando de un contrato a término. Entonces, el Directorio solamente puede 
hacer un contrato por un año puesto que, como ya dije, se trata de un contrato a término. No obstante, 
el Directorio manifestó su voluntad de renovarlo, en caso de que persista la necesidad de la empresa - 
lo que seguramente sucederá- y si el comportamiento del contratado es correcto. Es evidente que el 
Directorio puede comprometerse a todo esto hasta que finalice su período, pero no más allá. 


Podría dar más detalles sobre el tema, pero preferiría que el señor Vicepresidente diera su 
punto de vista, lo que permitiría ver las cosas desde otro ángulo. 


SEÑOR CARVALHO.- En cuanto a la situación jurídica que está planteada actualmente, intentaré 
hacer una síntesis, puesto que el tema es bastante extenso. 


En los litigios planteados ante la justicia laboral se han producido fallos contradictorios. En 
uno de los casos, ANTEL recibió una sentencia que estimó su defensa y consideró que no se trataba 
de trabajadores dependientes del organismo, la que fue confirmada por el Tribunal de Apelaciones de 
2% Turno. En otros dos casos, las sentencias fueron favorables a los guardahílos que reclamaban, 
considerándolos trabajadores dependientes, siendo confirmadas por los Tribunales de Apelaciones de 
1er y 3er Turno. Además, en uno de los casos se interpuso un recurso de casación que la Suprema 
Corte declaró inadmisible, porque básicamente las dos sentencias iban en el mismo sentido, es decir, 
eran coincidentes y por tanto no cumplían con la condición legal de que existiera una diferencia entre 
ellas para habilitar dicho recurso. 


En otras sedes judiciales, en general la suerte ha sido favorable a ANTEL. Hemos recibido 
una sentencia del Juzgado de lo Contencioso Administrativo de la doctora Jubette, confirmada por el 
Tribunal de Apelaciones en lo Civil, que declaró que estas personas no estaban amparadas por una 
relación de trabajo y que no eran funcionarios de ANTEL, sino que estaban relacionados con la 
empresa por medio de un contrato regido por el Derecho Civil. Además, hemos tenido dos fallos más 
que son interesantes puesto que uno de ellos llegó a la Suprema Corte. El primero de ellos tiene que 
ver con un accidente de trabajo con resultado de muerte de un guardahílo en Salto, lo que dio lugar a 
una demanda de la familia en contra de ANTEL. Dicha demanda fue rechazada por el juzgado de Salto 
que intervino por entender que no constituía accidente de trabajo imputable al organismo, en la medida 
en que esta persona no era un trabajador dependiente sino un contratista. El otro caso también está 
relacionado con un accidente con resultado de muerte que se produjo en la ciudad de Florida, donde 
una camioneta de un guardahílos de ANTEL, de la que sobresalía una escalera, se detuvo 


bruscamente al llegar a la intersección de una calle; el ciclista que venía detrás embistió al vehículo, 
dándose contra la escalera, y como resultado de esto falleció. ANTEL fue también demandada en este 
caso. El Juez de primera instancia entendió que ese guardahílos estaba en relación de dependencia, 
pero el Tribunal de Apelaciones le dio la razón a ANTEL, por lo que fue el único caso que, por tener dos 
sentencias contradictorias, llegó a la Suprema Corte de Justicia y dio lugar a una definición. 
Concretamente, la Corte falló a favor de ANTEL, entendiendo que esa persona no estaba en ese 
momento trabajando para nuestra empresa, porque si bien estaba contratada por ANTEL para cumplir 
determinadas funciones, en ese momento iba a llevar a un amigo a la terminal de ómnibus. Por 
consiguiente, como no puede entenderse racionalmente que una persona vinculada por este contrato, 
en todas las actividades de su vida y durante las 24 horas del día, esté en relación de dependencia y 
trabajando para ANTEL, la Corte consideró que era un hecho ajeno a la relación jurídica establecida 
entre la empresa y esta persona y absolvió a ANTEL de toda responsabilidad en la demanda 
relacionada con esta muerte. De tal modo que tenemos ahora una situación contradictoria: uno de los 
tres Tribunales de Trabajo se pronuncia a favor de ANTEL y los otros dos se pronuncian en contra. Las 
sentencias serán confirmatorias o revocatorias según la suerte que haya corrido el demandante en la 
asignación del Juzgado que interviene originalmente. Como los señores Senadores saben, las causas 
se distribuyen por sorteo a través de un sistema informático y, en la medida en que existen Jueces que 
le dan la razón a ANTEL y Jueces que les dan la razón a los guardahílos -como la competencia queda 
fijada por el Juzgado que recibe la demanda, irán a un Tribunal u otro según la suerte que hayan 
corrido en el sorteo- ello ha conducido a situaciones que no necesito describir. Hay personas que han 
cobrado ingentes sumas de la Administración, en el primer caso -los otros están pendientes de 
liquidación, pero cobrarán-; hay otras que no han podido cobrar nada; y hay un tercer grupo -sobre el 
que me permito llamar la atención de los señores Senadores- integrado por aquellas personas que 
cumplen, desde nuestro punto de vista, lealmente con el contrato que firmaron, es decir, han seguido 
trabajando y no reclaman nada. De modo que habrá, en la misma situación jurídica, quienes cobren o 
no, según la suerte que tengan en función del Juzgado al que le corresponda intervenir, y otros que no 
cobrarán nada, porque nada han reclamado. Indudablemente, desde el punto de vista racional y 
jurídico, se da una situación extraña y poco razonable. 


Esta es la situación planteada al día de hoy, en que tenemos 134 demandas, por un total 
reclamado de alrededor de U$S 28:000.000 o US$ 30:000.000, con las acrecidas correspondientes a 
intereses; sanciones por costas, si las hubiere; y daños y perjuicios, que se reclaman de oficio por ser 
supuestos créditos laborales. De manera que la estimación global de la cifra a la que podríamos llegar, 
si además se sumaran quienes todavía no nos han demandado, es difícil de realizar, pero estamos 
hablando, sin duda, de varias decenas de millones de dólares. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no entendí mal, la ingeniera Simón señaló que la asamblea de los 
guardahílos aceptó el 6 de setiembre de este año, es decir, hace una semana. Esto cambia 
sustancialmente las cosas frente a lo que aquí se había expresado. Quisiera chequear este dato. 


Por otra parte, quedó en el aire, por decirlo de alguna manera, que ANTEL decía que se 
entregaban todos los juicios o no había un arreglo con ninguno. En cambio, por lo que se ha leído, se 
considera al que acepta renunciar al juicio por la razón que la ingeniera Simón explicaba. Creo que son 
cosas totalmente distintas lo que se dijo por parte de los guardahílos y lo que la señora Presidenta del 
Directorio de ANTEL ha manifestado ahora. 


El doctor Carvalho manifestó que existen situaciones distintas y que se hace un sortero, pero 
que yo sepa, eso es algo común, porque situaciones iguales tomadas por distintos Jueces dan 
diferencias de resultado; a veces, las apelaciones las confirman y, otras, las rechazan. Cuando el caso 
pasó a la Suprema Corte de Justicia -tal como señaló el doctor Carvalho- en realidad la sentencia de 
rechazo no se pronunció sobre si eran o no empleados de ANTEL -si no lo interpreté bien, pido que me 
corrijan- sino que dijo: “Él no estaba trabajando para el Ente y por más que estuviera usando una 
camioneta que es de su propiedad, que usa para su trabajo, no tiene caso que esto lo imputemos a un 
trabajo de ANTEL”. Quiero saber si estoy o no en lo cierto. 


SEÑOR CARVALHO.- Asigné especial importancia a ese caso, señor Presidente, porque la Corte, al 
entender que debía fallar sobre esos fundamentos, implícitamente está rechazando lo que constituye el 
grueso fundamental de los créditos que se nos están reclamando, es decir, las 16 horas extras por día, 
más los domingos y feriados que, según creo, se cuentan como dobles. 


En el otro aspecto, relacionado con la existencia de fallos contradictorios y la importancia que 
le asigno a ello, quiero decir que, efectivamente, el señor Presidente tiene mucha razón: todos los días 
los Jueces dictan fallos contradictorios y como en nuestro país la jurisprudencia no constituye fuente de 
Derecho, sólo llegan a la Corte aquellos casos que tienen sentencias contradictorias. Esto, que es 
común en el medio social, aplicado a un colectivo de doscientas personas que tienen exactamente las 
mismas condiciones de trabajo, que ingresaron de la misma forma, que tienen la misma antiguedad, 
que cumplen las mismas funciones, que tienen la misma retribución, de una manera más flagrante - 
aclaro que es una opinión personal- plantea una cierta incoherencia de nuestro régimen procesal, que 
permite fallos contradictorios sobre los mismos hechos cuando, en realidad, debería de haber 
instancias que permitieran armonizar la jurisprudencia para llegar a soluciones comunes, porque ante 
la Constitución los derechos de las personas son iguales. 


En este caso me parece que la contradicción es más flagrante porque se trata de personas 
que ingresaron en el mismo momento y que trabajan juntas, cumplen la misma tarea, ganan lo mismo, 
con la diferencia de que unas se van a llevar unos cientos de miles de dólares y, otras, nada. Entonces, 
esto crea una situación, por lo menos, chocante. 


SEÑORA SIMON.- En primer lugar, quiero señalar con mucha precisión la comunicación de esta 
asamblea que hicieron los contratistas guardahílos. Creo que se llevó a cabo el día 5 de setiembre y, al 
día siguiente -esto sí lo afirmo con seguridad- un delegado del PIT-CNT comunicó verbalmente al señor 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social y al Director Nacional de Trabajo que la asamblea de agentes 
guardahílos urbanos había aceptado la fórmula gubernamental -que ya no era la del Directorio de 
ANTEL- que, si bien no leí textualmente, nombré todos sus puntos. Entonces, a partir de esta 
comunicación, nosotros tomamos la resolución, con fecha 7 de setiembre -es decir, lo más rápido 
posible- de hacer el llamado, porque creemos que esto tiene que llegar a buen término. Además, 
estrictamente manifestamos los términos que parcialmente habían sido acordados en aquella fecha de 
18 de diciembre de 2006. Es decir que se respetó todo lo hablado con los trabajadores, aunque 
algunos puntos no estaban reflejados en la fórmula gubernamental. Me refiero a que había puntos de 
detalle como, por ejemplo, la cuantía de la ponderación de la experiencia o el hecho de que no tuvieran 
pruebas eliminatorias, pero en ese sentido, entendimos que la aceptación de la fórmula también 
implicaba la ratificación de las anteriores negociaciones. 


Sobre el otro tema que consultaba el señor Senador, no hay más remedio que considerar 
que los procedimientos judiciales son iniciativas individuales. Creo que no hay otra forma de 
considerarlos. Supongamos que el sindicato de guardahílos hiciera un acuerdo en deponer los pleitos, 
en desistir de ellos. Eso nunca podría impedir que algunas personas continuaran con los pleitos. 
Entonces, el Directorio de ANTEL nunca exigió un desistimiento colectivo y ni siquiera plantea que para 
presentarse al llamado haya que haber desistido. Lo que propone el Directorio es que en el caso de 
ganar en el llamado, para firmar el contrato, se tenga que desistir. Eso nos parece enteramente lógico. 
Repito que se tiene que desistir, exclusivamente, para firmar un contrato, en forma individual, y en el 
caso que detallé. No sé si respondo bien a la pregunta del señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún señor Senador desea hacer uso de la palabra, agradecemos la 
presencia y las aclaraciones que han brindado los representantes del Directorio de ANTEL, y 
esperamos que se solucione definitivamente el tema. 


(Se retiran de Sala los representantes del Directorio de ANTEL) 
(Ingresan a Sala los representantes de OSE) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social tiene el agrado de 
recibir al señor Presidente de OSE, ingeniero Colacce, y al señor Secretario General, doctor Uriarte, 
para referirse a una solicitud que nos ha hecho llegar familiares de funcionarios fallecidos en actividad. 
Nos comunicaron que en ciertas circunstancias algunos familiares de fallecidos ingresaron al Ente -no 
sabemos cuándo, cómo ni por qué circunstancias- y como en la mayoría de los casos se trata de 
esposas en situación económica apremiante, pretenden ser contempladas de la misma manera. 


SEÑOR COLACCE.- Como siempre, es un gusto asistir a esta Comisión para tratar todos los temas 
que entiendan necesarios. 


Hemos entrado en antecedes sobre la circunstancias que aquí se plantean para la propuesta 
de un proyecto de ley. Básicamente, en lo que respecta a la política de ingreso al organismo, tenemos 
tomada una posición, y es muy general, aunque sabemos de la situación de algunos familiares de 
funcionarios fallecidos en actividad, en particular, en Aguas Corrientes. Seguramente el doctor Uriarte 
podrá detallar mejor las circunstancias, los antecedentes y hacer mención a los ingresos que ha 
habido. 


Obviamente -reitero, el doctor Uriarte, debido a su especialidad, podrá detallarlo mejor- no 
son estos los criterios aceptados, vigentes y aprobados por la Oficina Nacional del Servicio Civil para 
ingreso de funcionarios al organismo y menos para ser objeto de una ley. No entendemos el sentido de 
una disposición exclusiva para OSE establecida en estos términos, pero si hubiera una visión general 
que abarque otras instituciones del Estado, poco tendríamos para agregar. Además, no sería coherente 
con las políticas de ingreso que procuramos manejar, que pretendemos que sean por concurso de 
oposición y mérito -según el llamado que se haga- o por sorteo, si se trata de no especializados. Es 
más; en determinadas localidades del interior hemos hecho sorteos específicos contemplando la 
situación geográfica. 


En resumen, esto no es algo que figure dentro de los criterios generales que manejamos. De 
más está decir que las tareas del funcionario de OSE no tienen por qué ser de carácter hereditario, 
aunque entendemos y reconocemos las circunstancias sociales que están presentes detrás de estas 
familias, con las que nos sensibilizamos. 


Le cedería el uso de la palabra al doctor Uriarte para que profundice en los aspectos 
técnico-jurídicos del tema en concreto. 


SEÑOR URIARTE.- Cuando nosotros ingresamos al Organismo, recibimos un planteo sobre este tema, 
sobre todo de las viudas -realmente impresionaba un poco la cantidad que eran- de los funcionarios. Y 
se nos planteaba que había antecedentes al respecto. En realidad, tenía conocimiento que en épocas 
anteriores era común que en los gremios, inclusive, en muchos casos por los Consejos de Salarios, se 
acordaba tal cosa a nivel privado y en algunos sectores de la actividad pública. Pero a partir de la Ley 
N* 16.127 esa posibilidad quedó eliminada para todos los sectores de la Administración Pública 
excepto, por supuesto, en aquellos que tienen autonomía para este tipo de contratos como, por 
ejemplo, la Universidad o los Gobiernos Departamentales. 


De todas formas, a solicitud de estas personas hicimos las consultas correspondientes en la 
Oficina Nacional del Servicio Civil y personalmente hablamos dos veces con el Subdirector, señor 
Humberto Ruocco, quien nos manifestó, no sólo que era imposible desde el punto de vista legal -cosa 
que presumíamos- sino que no estaba dentro de la política que pensaba seguir dicha Oficina. En ese 
sentido, fuimos muy claros al transmitirles que teníamos que actuar y obrar de acuerdo con las 
determinaciones de la Oficina Nacional del Servicio Civil y, por supuesto, con las normas generales. 
Además, teníamos la imposibilidad legal para tomar otras opciones. Creo que ese es el motivo por el 
cual han venido al Parlamento. 


Por otra parte, el Presidente en su momento ha planteado -ha sido motivo de conversaciones 
llevadas adelante en las reuniones de Presidentes de Entes, como también en coordinaciones que ha 
habido con respecto a los recursos humanos de las empresas públicas- que en varios Entes Públicos 
se tenía la misma realidad y que también se les había dicho que era imposible. Entonces, desde ese 
punto de vista, sería incoherente que en el plano de una reforma administrativa en materia de recursos 
humanos a nivel público se adoptara una decisión legal con respecto a un solo organismo. En todo 
caso -y salvando que no es la posición actual en materia de recursos humanos- este tema debería ser 
discutido con todos los sectores de la Administración Pública. Y, aparte, en este tema es fundamental 
conocer la opinión de la Oficina Nacional del Servicio Civil más que la del Directorio de OSE, ya que es 
quien ha regulado esta situación y ha tratado de unificar los criterios en materia de recursos humanos 
en la Administración Pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia en Sala de los representantes del Directorio de 
OSE y la información brindada. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: en la última sesión yo había planteado la necesidad de 
convocar a los representantes de los Ministerios de Economía y Finanzas y de Trabajo y Seguridad 
Social a los efectos de conocer, desde el punto de vista del Gobierno, cómo se va a trabajar en el tema 
de la reforma de la Caja Bancaria. Sobre ese punto ya habíamos logrado un acuerdo y, además, se 
habló de la posibilidad de que la reunión se llevara a cabo la semana próxima, seguramente el jueves 
20. 


En definitiva, formulo esta consulta principalmente a fin de ordenar mi agenda y también para 
saber si ya se han realizado las gestiones correspondientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia informa al señor Senador Gallinal que aún no se ha adoptado 
una decisión sobre esa convocatoria y están pendientes las gestiones para concretarla. En realidad, 
tampoco habíamos resuelto si se iba a cursar la invitación a ambos Ministerios o, en primera instancia, 
al de Trabajo y Seguridad Social. Incluso, pienso que quizás podríamos invitar a las autoridades de 
ambos Ministerios, si es que nuestra intención es conocer las bases de la reforma de la Caja Bancaria. 


En principio, creo que podríamos realizar esa reunión la semana próxima, concretamente, el 
jueves 20. 


SEÑOR GALLINAL.- Considero que lo más conveniente es citar a los representantes de ambos 
Ministerios para tratar este tema en forma conjunta, ya que la iniciativa fue planteada por las dos 
Carteras que, seguramente, están trabajando en este asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa procederá en ese sentido, señor Senador. 
No habiendo más asuntos a tratar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora17 y 47 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
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